
LEY 1906 DE 2018
LEY 1906 DE 2018

LEY 1906 DE 2018
(junio 28)

 

por la cual la nación se vincula a la celebración de los cincuenta y cinco (55)

años de existencia de la Universidad del Magdalena y se dictan otras

disposiciones.

 

El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. La nación se asocia a la celebración de los cincuenta y cinco (55)
años de existencia de la Universidad del Magdalena y exalta las virtudes de sus
directivas, profesores, estudiantes, egresados y comunidad magdalenense.
 
Artículo 2°. Autorícese al Gobierno nacional para que en cumplimiento y de
conformidad a los artículos 334, 341 y 345 de la Constitución Política y de las
competencias establecidas en la Ley 30 de 1992 y sus decretos reglamentarios
teniendo en cuenta las disponibilidades presupuestales a mediano plazo, incorpore
dentro del Presupuesto General de la Nación las apropiaciones necesarias que
permitan  ejecutar  y  entregar  al  servicio  de  la  comunidad  educativa  de  la
Universidad del Magdalena, en el departamento de Magdalena, las siguientes obras
de infraestructura:
 
1. Construcción de la Nueva Biblioteca.
 
2. Construcción del Edificio de Bienestar Universitario.
 
3. Construcción del Edificio de Aulas Río Magdalena.
 
4. Construcción Gimnasio y Piscina.
 
Artículo 3°. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley, podrán
celebrarse convenios interadministrativos, entre la nación, el municipio de Santa
Marta y el departamento de Magdalena.
 
Artículo 4°. Las autorizaciones de gastos otorgadas al Gobierno nacional en
virtud de esta ley, se incorporarán en el Presupuesto General de la Nación, de
acuerdo  con  las  normas  orgánicas  en  materia  presupuestal,  reasignando  los
recursos hoy existentes en cada órgano ejecutor, sin que ello implique un aumento
del presupuesto, de acuerdo a las disposiciones que se produzcan en cada vigencia
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fiscal.
 
Artículo  5°.  Para  efectuar  las  apropiaciones  presupuestales  necesarias  en
cumplimiento de la presente ley, se deberá realizar la inscripción previa de los
proyectos en el Banco de Proyectos de Inversión Pública del Departamento Nacional
de Planeación.
 
Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.
 

El Presidente del Honorable Senado de la República,
 

Efraín José Cepeda Sarabia.
 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Rodrigo Lara Restrepo.
 

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 28 de junio de 2018.
 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.
 

El Ministro del Interior,
 

Guillermo Abel Rivera Flórez.
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Mauricio Cárdenas Santamaría.
 

El Director del Departamento Nacional de Planeación,
 

Luis Fernando Mejía Alzate.

 

 

 



LEY 1905 DE 2018
LEY 1905 DE 2018

LEY 1905 DE 2018
(junio 28)

 

por la cual se dictan disposiciones relacionadas con el ejercicio de la profesión

de abogado.

 

El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. Para ejercer la profesión de abogado, además de los requisitos
exigidos  en  las  normas  legales  vigentes,  el  graduado  deberá  acreditar
certificación de aprobación del Examen de Estado que para el efecto realice el
Consejo  Superior  de  la  Judicatura  (CSJ),  directamente  o  a  través  de  una
Institución de Educación Superior acreditada en Alta Calidad que se contrate para
tal fin.
 
Se entenderá aprobado el Examen de Estado cuando el resultado supere la media del
puntaje nacional de la respectiva prueba. En el resultado individual de cada
examen, el CSJ señalará la representación porcentual del puntaje obtenido sobre
la media nacional.
 
Parágrafo 1°. Si el egresado o graduado no aprueba el examen, se podrá presentar
en  las  siguientes  convocatorias  que  señale  el  CSJ  hasta  tanto  obtenga  el
porcentaje mínimo exigido.
 
Parágrafo 2°. La certificación de la aprobación del Examen de Estado será exigida
por el Consejo Superior de la Judicatura o por el órgano que haga sus veces para
la expedición de la Tarjeta Profesional de Abogado. Para ser representante de una
persona natural o jurídica para cualquier trámite que requiera un abogado, será
necesario contar con la tarjeta profesional de abogado, que solo se otorgará a
quienes hayan aprobado el examen. Para las demás actividades no se requerirá
tarjeta profesional.
 
Artículo 2°. El requisito de idoneidad para el ejercicio de la profesión de
abogado establecido en la presente ley se aplicará a quienes inicien la carrera
de derecho después de su promulgación.
 
*Nota Jurisprudencial*  

Corte Constitucional

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/25/ley-1905-de-2018/


Artículo  declarado  EXEQUIBLE  por  la  Corte  Constitucional,  mediante  Sentencia C-138 de
2019 según Comunicado de Prensa No. 10 del 27 y 28 de marzo de
2019
 
 
Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La presente ley deroga las normas que le
sean contrarias y rige a partir de la fecha de su promulgación.
 

El Presidente del Honorable Senado de la República,
 

Efraín José Cepeda Sarabia.
 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Rodrigo Lara Restrepo.
 

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 28 de junio de 2018.
 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
 

El Ministro de Justicia y del Derecho,
 

Enrique Gil Botero.

 

 

 

 

 



LEY 1904 DE 2018
LEY 1904 DE 2018

LEY 1904 DE 2018
(junio 27)

 

por la cual se establecen las reglas de la convocatoria pública previa a la

elección de Contralor General de la República por el Congreso de la República.

 
 El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. En virtud de lo establecido en los artículos 267 y 126 de la
Constitución Política la elección del Contralor General de la República se hará
por el Congreso en pleno, por mayoría absoluta, en el primer mes de sus sesiones
para un periodo igual al del Presidente de la República, de lista de elegibles
conformada por convocatoria pública.
 
Artículo 2°. La Convocatoria Pública previa a la elección del Contralor General
de la República por el Congreso de la República en pleno, deberá cumplir con los
requisitos  y  procedimientos  establecidos  en  esta  ley,  que  garanticen  los
principios  de  publicidad,  transparencia,  participación  ciudadana,  equidad  de
género y criterios de mérito para su selección.
 
El Contralor no podrá ser reelegido, ni continuar en ejercicio de sus funciones
al vencimiento del periodo.
 
Artículo 3°. Elección del Contralor General de la República. De una lista de diez
(10) elegibles previamente seleccionados por la Comisión definida por esta ley el
Congreso elegirá al Contralor General de la República en el primer mes de las
sesiones ordinarias, por mayoría absoluta de los votos de sus miembros y para un
período institucional igual al del Presidente de la República.
 
Parágrafo 1°. En caso de que ninguno de los candidatos obtenga la mayoría
absoluta  se  realizará  una  segunda  votación  entre  los  dos  candidatos  que
obtuvieron las más altas votaciones.
 
Parágrafo 2°. La lista de elegibles en lo posible respetará los criterios de
equidad de género.
 
Artículo 4°. Requisitos para ser Contralor General de la República. Para ser
elegido Contralor General de la República se requiere como mínimo ser colombiano
de nacimiento y en ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad;
tener título universitario; o haber sido profesor universitario durante un tiempo
no menor de 5 años.
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Además  de  los  requisitos  mínimos,  el  aspirante  a  Contralor  General  de  la

República deberá acreditar todas las calidades adicionales, logros académicos y

laborales que acrediten el mayor mérito para el desempeño del cargo.

 
 No podrá ser elegido Contralor General quien sea o haya sido miembro del
Congreso  u  ocupado  cargo  público  alguno  del  orden  nacional,  al  tenor  del
artículo  126  de  la  Constitución  Política,  salvo  la  docencia,  en  el  año
inmediatamente anterior a la elección. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido
condenado a pena de prisión por delitos comunes.
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor
personas que se hallen dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de
afinidad y primero civil o legal respecto de los candidatos.
 
Artículo 5°. La Convocatoria Pública se hará por conducto de la Mesa Directiva
del Congreso de la República, a la cual se faculta para seleccionar en el acto de
convocatoria a una institución de educación superior, pública o privada y con
acreditación de alta calidad, con quien se deberá suscribir contrato o convenio a
fin de adelantar una convocatoria pública con quienes aspiren a ocupar el cargo.
 
Artículo 6°. Etapas del Proceso de Selección:
 
El  proceso  para  la  elección  del  Contralor  General  de  la  República  tendrá
obligatoriamente las siguientes etapas:
 
1. La convocatoria.
 
2. La inscripción.
 
3. Lista de elegidos.
 
4. Pruebas.
 
5. Criterios de selección.
 
6. Entrevista.
 
7. La conformación de la lista de seleccionados, y
 
8. Elección.

 
1. Convocatoria. Entendida como el aviso público, para invitar a todos los
ciudadanos interesados en participar en la convocatoria para la elección del
Contralor General de la República. Corresponde efectuarla a la Mesa Directiva del
Congreso de la República, en un término no inferior a dos meses previos al inicio
de la primera legislatura que comienza el 20 de julio del año en que inicia
también el periodo constitucional del Presidente de la República.
 
En la misma se designará la entidad encargada de adelantar la convocatoria
pública y deberá contener como mínimo la siguiente información:
 



a) los factores que habrán de evaluarse;
 
b)  los  criterios  de  ponderación  que  aseguren  el  acceso  en  igualdad  de
oportunidades  a  los  aspirantes;
 
c) fecha de fijación, lugar, fecha y hora de inscripción y término para la misma;
 
d) fecha de publicación de lista de admitidos y no admitidos;
 
e) fecha, hora y lugar de las pruebas de conocimiento;
 
f) trámite de reclamaciones y recursos procedentes;
 
g) fecha, hora y lugar de la entrevista;
 
h) fecha de publicación de los resultados de la selección y fecha de la elección;
 
i) los demás aspectos que se estimen pertinentes, que tengan relación con el
proceso de selección y aseguren la eficacia del mismo.
 
La Mesa Directiva del Congreso de la República quedará facultada para adelantar
las acciones administrativas y presupuestales para asegurar la designación de la
institución de educación superior en mención.
 
La convocatoria es norma reguladora de todo el proceso de selección y obliga
tanto a la administración, como a la entidad contratada para su realización y a
los participantes. Contendrá el reglamento de la convocatoria pública, las etapas
que deben surtirse y el procedimiento administrativo orientado a garantizar los
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y
publicidad en el proceso de elección.
 
La divulgación de la convocatoria será responsabilidad de la Mesa Directiva del
Congreso de la República y podrán emplearse los medios previstos en el artículo
15 del Decreto 1227 de 2005. No obstante, como mínimo deberá publicarse en la
página web de cada una de las Cámaras, garantizando el acceso permanente a la
información.
 
2. Inscripción. En esta etapa serán registrados los aspirantes al cargo de
Contralor General de la República que cumplan los requisitos establecidos en la
Constitución y en esta ley, debiendo acompañar la hoja de vida junto con los
soportes y acreditaciones de estudios y experiencia y los demás anexos, en la
forma, términos y condiciones previstos en la convocatoria.
 
La publicación de la convocatoria deberá efectuarse con no menos de diez (10)
días calendario antes del inicio de la fecha de inscripciones, al vencimiento del
término de inscripción serán rechazadas, devueltas y no serán valoradas, para
ningún efecto, las hojas de vida, anexos o cualquier otro documento que se aporte
de manera extemporánea.
 
3. Lista de admitidos a la convocatoria pública. Cerradas las inscripciones serán
elaboradas las listas de aspirantes admitidos a la convocatoria pública; previo
dictamen emitido por las Comisiones de Acreditación Documental de ambas Cámaras,
conforme a lo establecido en el inciso 3° artículo 60 de la Ley 5ª de 1992.
 



La información suministrada en desarrollo de la etapa de inscripción se entenderá
aportada bajo la gravedad del juramento, y una vez efectuada la inscripción no
podrá ser modificada bajo ninguna circunstancia. Los aspirantes asumirán la
responsabilidad de la veracidad de los datos consignados en el momento de la
inscripción,  así  como  de  los  documentos  que  acrediten  el  cumplimiento  de
requisitos.
 
4. Pruebas. Las pruebas de conocimiento se dirigen a establecer la capacidad,
idoneidad y aptitud del aspirante frente al cargo. La valoración de los factores
anteriores se realizará a través de pruebas de conocimiento objetivas, elaboradas
por  un  establecimiento  de  educación  superior  público  o  privado  debidamente
acreditado y con enfoque en temáticas que giren en torno a Gerencia Pública,
control fiscal, organización y funcionamiento de la Contraloría General de la
República y las relaciones del ente de control y la administración pública.
 
Los parámetros de ponderación estarán previamente establecidos en la convocatoria
y la prueba es de carácter eliminatorio.
 
5. Criterios de selección. En todo caso, el criterio de mérito prevalecerá para
la selección del Contralor General de la República, en virtud de lo previsto en
el artículo 126 de la Constitución Política y el mayor merecimiento de los
aspirantes estará dado por la ponderación en las pruebas de conocimiento, la
formación profesional, la experiencia, la competencia, la actividad docente, la
producción de obras en el ámbito fiscal y la aptitud específica para el ejercicio
del cargo y el desempeño de la función.
 
La valoración de los estudios y experiencia que sobrepasen los requisitos del
empleo, tendrán el valor que se fije en la convocatoria.
 
6. Entrevista. Una vez seleccionados los 10 elegibles, las Plenarias de Senado y
Cámara escucharán por separado y por el tiempo que señale la Mesa Directiva a
cada uno de los candidatos.
 
Cumplido lo anterior, las Mesas Directivas de Senado y Cámara convocarán a
Congreso Pleno para elegir al Contralor.
 
Parágrafo. En la página web del Congreso de la República, durante cinco (5) días
hábiles, se publicará el listado de preseleccionados, con los nombres y apellidos
completos,  el  número  de  la  cédula  de  ciudadanía  y  la  dirección  de  la
página web dispuesta por el Presidente del Congreso donde se puedan recibir las
observaciones que tenga la ciudadanía sobre los aspirantes.
 
Artículo 7°. El Congreso conformará una Comisión Accidental para definir la lista
de elegibles:
 
1. La Cámara de Representantes elegirá un representante por cada partido con
representación en esa cámara. Si hubiere un partido con representación en el
Senado y sin representación en la Cámara de Representantes, este se incluirá por
derecho propio.
 
2. El Senado elegirá por el mecanismo de cuociente electoral el mismo número de

miembros que resulte del numeral anterior.

 



Artículo 8°. Funciones de la Comisión. La Comisión de que trata esta ley, tendrá
las siguientes funciones:
 
1. Se entenderán habilitados para continuar en el proceso al menos 20 personas.
 
2. La Comisión realizará audiencias públicas con la ciudadanía y todos los
interesados  para  escuchar  y  examinar  a  los  habilitados.  Luego  de  lo  cual
seleccionará los 10 elegibles que serán presentados ante el Congreso en pleno.
 
3. Las demás que le señale la Mesa Directiva.
 
Artículo 9°. Fecha de la elección. Cumplido el trámite descrito en esta ley,
dentro de los ocho (8) días calendario siguientes, la Mesa Directiva del Congreso
fijará  fecha  y  hora  para  elegir  al  Contralor  General  de  la  República,
exclusivamente  de  la  lista  previamente  conformada.
 
En  caso  de  presentarse  alguna  de  las  causales  de  falta  absoluta  de  los
integrantes de la lista de elegibles, el Congreso elegirá de los restantes al
Contralor General de la República.
 
Artículo 10. La Mesa Directiva del Congreso coordinará con el Ministerio de
Hacienda  o  con  quien  corresponda,  los  recursos  y  procedimientos  para  el
cumplimiento de esta ley.
 
Artículo 11. Las disposiciones contenidas en la presente ley serán aplicables en
l o  q u e  c o r r e s p o n d a n  a  l a  e l e c c i ó n  d e  l o s  c o n t r a l o r e s
departamentales, distritales, y municipales, en tanto el Congreso de la República
expida disposiciones especiales para la materia.
 
Artículo 12. Vigencia y derogaciones. La presente ley rige a partir de la fecha
de su promulgación y deroga todas disposiciones que le sean contrarias, en
especial el artículo 23 de la Ley 5ª de 1992.
 
Parágrafo transitorio. Mientras el Congreso de la República regula las demás
elecciones  de  servidores  públicos  atribuidas  a  las  corporaciones  públicas
conforme lo establecido en el inciso cuarto del artículo 126 de la Constitución
Política, la presente ley se aplicará por analogía.
 
Artículo  transitorio.  Para  la  primera  elección  de  Contralor  General  de  la
República, la Mesa Directiva del Congreso podrá ajustar los tiempos para la
realización del trámite reglamentado en la presente ley.
 

El Presidente del Honorable Senado de la República,
Efraín José Cepeda Sarabia.

 
El Secretario General del Honorable Senado de la República, 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,
Rodrigo Lara Restrepo.

 
El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes, 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de junio de 2018.
 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.
 

El Ministro del Interior,
Guillermo Abel Rivera Flórez.

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
 

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Enrique Gil Botero.

LEY 1902 DE 2018
LEY 1902 DE 2018

LEY 1902 DE 2018
(junio 22)

 

por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento

directo y se dictan otras disposiciones.

 
 El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. El artículo 1° de la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 1°. Objeto de la libranza o descuento directo. El objeto de la libranza
es posibilitar la adquisición de productos y servicios financieros o bienes y
servicios  de  cualquier  naturaleza,  acreditados  con  el  salario,  los  pagos  u
honorarios o la prensión, siempre que medie autorización expresa de descuento
dada al empleador o entidad pagadora, quien en virtud de la suscripción de la
libranza  o  descuento  directo  otorgada  por  el  asalariado,  contratista  o
pensionado,  estará  obligada  a  girar  los  recursos  directamente  a  la  entidad
pagadora.
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Parágrafo. La posibilidad de adquirir productos y servicios financieros o bienes
y  servicios  de  cualquier  naturaleza  a  través  de  libranza  no  constituye
necesariamente,  a  cargo  del  operador  la  obligación  de  otorgarlos,  sino  que
estarán sujetos a la capacidad de endeudamiento del solicitante y a las políticas
comerciales del operador.
 
Artículo 2°. El literal c) del artículo 2° de la Ley 1527 de 2012, quedará así:
 
c) Entidad operadora. Es la persona jurídica o patrimonio autónomo conformado en
desarrollo del contrato de fiducia mercantil, que realiza operaciones de créditos
que  se  recaudan  a  través  del  mecanismo  de  libranza,  por  estar  autorizada
legalmente para el manejo del ahorro del público o para el manejo de los aportes
o ahorros de sus asociados. También podrán ser operadoras aquellas personas
jurídicas que sin contar con la mencionada autorización de manejo realizan tales
operaciones disponiendo de sus propios recursos o a través de mecanismos de
financiamiento autorizados por la ley. En estos casos deberá estar organizada
como entidad vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia habilitada
para otorgar créditos, o ser Instituto de Fomento y Desarrollo (Infis), una Caja
de  Compensación  Familiar,  una  sociedad  comercial,  una  asociación  mutual  o
cooperativa.
 
También podrán actuar como operadores de libranza las asociaciones de pensionados
o de personal con asignación de retiro de la Fuerza Pública que cumplan los
requisitos del Capítulo Segundo del Título Primero de la Ley 454 de 1998. Los
clubes sociales de oficiales, suboficiales y agentes de la Fuerza Pública podrán
exclusivamente ser operadores de libranza para los servicios, bienes y productos
que presten de forma directa.
 
Las Instituciones Educativas que le presten servicios a familias de miembros de

la Fuerza Pública están autorizadas para recibir a través de descuento directo o

libranza, únicamente el pago de los emolumentos causados por los servicios

educativos prestados, siempre que exista solicitud por parte del padre de familia

titular del salario, honorarios o

 
 pensión de la cual se vaya a realizar el descuento y que medie autorización
expresa de descuento dada al empleador o entidad pagadora, quien en virtud de la
suscripción  de  la  libranza  o  descuento  directo  otorgada  por  el  asalariado,
contratista o pensionado, estará obligado a girar los recursos directamente a la
entidad operadora. La institución educativa no estará obligada a inscribirse en
el  Runeol.  Quedan  excluidas  para  las  instituciones  educativas  las  demás
prestaciones de productos y servicios financieros a que hace alusión la presente
ley.
 
Toda entidad operadora deberá indicar en su objeto social la realización de
operaciones de libranza, el origen lícito de sus recursos y cumplir con las demás
exigencias legales vigentes para ejercer la actividad comercial.
 
P a r á g r a f o  4 ° .  “ L o s  f o n d o s  d e  e m p l e a d o s  s e  r i g e n  p o r  e l
marco  regulatorio  específico  del  Decreto  ley  1481  de  1989”.
 



Artículo 3°. Departamento de riesgo financiero. Todas las operadoras de libranza
sin excepción, registradas y vigiladas, deberán contar con un departamento de
riesgo financiero al interior de su organización, por medio del cual adelantarán
los correspondientes análisis de viabilidad, sostenibilidad, operatividad y demás
estudios con fines de pronóstico y evaluación del riesgo financiero y control de
lavado de activos que prevenga la participación, uso y manipulación indebida de
negocios promovidos bajo el objeto de libranza.
 
Artículo 4°. El artículo 10 de la Ley 1527 de 2012, quedará así:
 
Artículo 10. Inspección, vigilancia y control. Para efectos de la presente ley,
la entidad operadora, de acuerdo con su naturaleza, será objeto de inspección,
vigilancia y control por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia, la
Superintendencia de Economía Solidaria, la Superintendencia de Sociedades o la
Superintendencia del Subsidio Familiar, según sea el caso.
 
Con  excepción  de  las  entidades  operadoras  de  libranza  vigiladas  por  la
Superintendencia  Financiera  de  Colombia,  la  Superintendencia  de  Industria  y
Comercio será la entidad encargada de velar por la protección al consumidor en
las operaciones de crédito otorgadas por entidades operadoras de libranza y en
los contratos de adquisición de bienes o prestación de servicios en que la
entidad  operadora  otorgue  financiación  de  forma  directa,  siempre  que  dicha
vigilancia no haya sido atribuida a otra autoridad administrativa.
 
Artículo 5°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 16. Sumas que se reputan intereses en créditos de libranza. Para todos
los efectos legales se reputarán intereses las sumas que la entidad operadora
reciba del deudor de un crédito de libranza sin contraprestación distinta al
crédito  otorgado,  aun  cuando  las  mismas  se  justifiquen  por  concepto  de
honorarios, comisiones u otros semejantes. Así mismo, se incluirán dentro de los
intereses las sumas que el deudor pague por concepto de servicios vinculados
directamente con el crédito en exceso de las sumas que señale el reglamento.
 
Artículo 6°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 17. Venta de cartera. La entidad operadora de libranza no vigilada por
la  Superintendencia  Financiera  de  Colombia  que  pretenda  enajenar,  total  o
parcialmente,  derechos  patrimoniales  de  contenido  crediticio  derivados  de
operaciones  de  libranza,  a  favor  de  personas  o  entidades  no  sujetas  a  la
vigilancia de la mencionada superintendencia, solo podrá hacerlo a favor de:
 
1. Patrimonios autónomos administrados por Sociedades Fiduciarias sujetas a la
supervisión de la Superintendencia Financiera de Colombia.
 
2. Fondos de Inversión Colectiva.
 
En  cualquiera  de  los  eventos  anteriormente  descritos,  la  enajenación  podrá
realizarse en desarrollo de un proceso de titularización.
 
El  patrimonio  autónomo  o  fondo  de  inversión  colectiva  deberá  efectuar  la
operación de adquisición, recibir los recursos de los descuentos de parte de los
empleadores o entidades pagadoras y, en general, administrar la cartera.
 



Parágrafo. Modifícase el numeral 3 del literal a) del artículo 25 del Estatuto
Tributario,  la  cual  quedará  así:  Ingresos  que  no  se  consideran  de  fuente
nacional: No generan renta de fuente dentro del país:
 
a) Los siguientes créditos obtenidos en el exterior, los cuales tampoco se
encuentran poseídos en Colombia:
 
1. Los créditos a corto plazo originados en la importación de mercancías y en
sobregiros o descubiertos bancarios.
 
2. Los créditos destinados a la financiación o prefinanciación de exportaciones.
 
3. Los créditos, que obtengan en el exterior las corporaciones financieras, las
cooperativas  financieras,  las  compañías  de  financiamiento
comercial, Bancoldex, Finagro y Findeter, las sociedades mercantiles sometidas a
la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades bajo un régimen de regulación
prudencial,  cuyo  objeto  exclusivo  sea  la  originación  de  créditos  y  cuyo
endeudamiento sea destinado al desarrollo de su objeto social y los bancos
constituidos conforme a las leyes colombianas vigentes”.
 
Artículo 7°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:

 
Artículo 18. Medidas para protección de los compradores de cartera. Sin perjuicio
de las medidas que se hayan previsto en otras disposiciones, la persona que le
compre derechos patrimoniales de contenido crediticio derivados de operaciones de
libranza a entidades no vigiladas por la Superintendencia Financiera, tendrá las
siguientes medidas de protección:
 
1. El derecho a que el contrato de compraventa conste en un documento en el que
se identifique detalladamente la cartera adquirida, de cuya existencia y estado
se le deben entregar los respectivos soportes.
 
2. El derecho a que se le informe de manera detallada y completa sobre los
riesgos de la operación de compraventa de cartera y sobre la situación de la
cartera comprada.
 
3. El derecho a que se le revele la situación financiera del vendedor.
 
4. El derecho a que el vendedor implemente mecanismos de gestión de los riesgos
de la cartera y de su administración.
 
Parágrafo.  El  Gobierno  nacional,  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  a  la
vigencia de esta ley, reglamentará el alcance de los mencionados mecanismos de
protección.
 
Artículo 8°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 19. Nueva función del Runeol. Adiciónese como nueva función del Registro
Único Nacional de Operadores de Libranza de que trata el artículo 14 de la Ley
1527 de 2012, la siguiente función:
 
“El Registro Único Nacional de Operadores de Libranza contendrá la información de
las operaciones de compra, venta y gravámenes que se hayan efectuado respecto de



los derechos patrimoniales de contenido crediticio derivados de operaciones de
libranza,  realizados  por  entidades  no  vigiladas  por  la  Superintendencia
Financiera  de  Colombia,  conforme  al  cumplimiento  de  los  requisitos  legales.
 
El Gobierno nacional reglamentará el funcionamiento de esta nueva actividad, así
como interoperabilidad con el Registro de Garantías Mobiliarias, en relación con
los  gravámenes  constituidos  sobre  los  derechos  patrimoniales  de  contenido
crediticio  derivados  de  la  operación  de  libranza.
 
Artículo 9°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 20. Obligación de inscripción en el Runeol. Con el propósito de poner en
conocimiento del público, todas las operaciones de compra, venta y gravámenes que
se  efectúen  respecto  de  los  derechos  patrimoniales  de  contenido  crediticio
derivados de operaciones de libranza, realizadas por entidades no vigiladas por
la Superintendencia Financiera de Colombia, deberán inscribirse en el Runeol. Tal
inscripción  no  afectará  la  creación,  circulación  y/o  cobro  de  los  títulos
valores, conforme a las normas vigentes.
 
Cuando  los  derechos  patrimoniales  de  contenido  crediticio  derivados  de
operaciones de libranza estén incorporados en títulos valores custodiados y/o
administrados por Depósitos Centralizados de Valores, serán exceptuados de la
obligación descrita en el inciso anterior.
 
Artículo 10. Modifíquese el artículo 1° del Decreto número 4334 de 2008, el cual
quedará así:
 
Artículo  1°.  Intervención  estatal.  Declarar  la  intervención  del  Gobierno
nacional, por conducto de la Superintendencia de Sociedades, de oficio o a
solicitud de la Superintendencia Financiera, en los negocios, operaciones y
patrimonio de las personas naturales o jurídicas que desarrollan o participan en
la actividad financiera sin la debida autorización estatal, conforme a la ley,
para lo cual se le otorgan a dicha Superintendencia amplias facultades para
ordenar la toma de posesión de los bienes, haberes y negocios de dichas personas,
con el objeto de restablecer y preservar el interés público amenazado. Asimismo,
procederá la intervención del Gobierno nacional en los términos anteriormente
expuestos, cuando dichas personas realicen operaciones de venta de derechos
patrimoniales de contenido crediticio derivados de operaciones de libranza sin el
cumplimiento de los requisitos legales”.
 
Artículo 11. Modifíquese el artículo 2° del Decreto número 4334 de 2008, el cual

quedará así:

 
Artículo 2°. Objeto. La intervención es el conjunto de medidas administrativas
tendientes,  entre  otras,  a  suspender  de  manera  inmediata  las  operaciones  o
negocios de personas naturales o jurídicas que:
 
a) A través de captaciones o recaudos no autorizados, tales como pirámides,
tarjetas prepago, venta de servicios y otras operaciones y negociaciones masivas,
generan abuso del derecho y fraude a la ley al ejercer la actividad financiera
irregular;
 



b)  Realicen  operaciones  de  venta  de  derechos  patrimoniales  de  contenido
crediticio  derivados  de  operaciones  de  libranza  sin  el  cumplimiento  de  los
requisitos legales.
 
Como consecuencia de alguna de las anteriores circunstancias, se dispone la
organización de un procedimiento cautelar que permita la pronta devolución de
recursos obtenidos en desarrollo de tales actividades.
 
Artículo 12. Modifíquese el artículo 6° del Decreto número 4334 de 2008, el cual
quedará así:
 
Artículo 6°. Supuestos. La intervención se llevará a cabo cuando existan hechos
objetivos o notorios que a juicio de la Superintendencia de Sociedades, indiquen
la entrega masiva de dineros a personas naturales o jurídicas, directamente o a
través de intermediarios, mediante la modalidad de operaciones no autorizadas
tales como pirámides, tarjetas prepago, venta de servicios y otras operaciones
semejantes  a  cambio  de  bienes,  servicios  o  rendimientos  sin  explicación
financiera  razonable.
 
Asimismo,  procederá  la  intervención  del  Gobierno  nacional  en  los  términos
anteriormente expuestos, cuando existan hechos objetivos o notorios que a juicio
de la Superintendencia de Sociedades indiquen la realización de operaciones de
venta de derechos patrimoniales de contenido crediticio derivados de operaciones
de libranza sin el cumplimiento de los requisitos legales.
 
Artículo 13. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 21. Normatividad títulos valores. Las disposiciones de la presente ley,
en especial aquellas establecidas en los artículos 8° y 9°, no afectarán de forma
alguna la normatividad vigente relativa a los títulos valores.
 
Artículo 14. Se adiciona al siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 22. Las cooperativas de ahorro y crédito o multiactivas de ahorro y
crédito, las asociaciones mutuales y los fondos de empleado que son regulados por
su  normatividad  especial  y  vigiladas  por  la  Superintendencia  de  Economía
Solidaria, pueden ordenar retenciones hasta de un cincuenta por ciento (50%) del
salario  o  pensión,  incluido  los  descuentos  de  ley.  Los  descuentos  de  los
operadores de libranza no pueden superar el cincuenta por ciento del neto de
salario o pensión.
 
Artículo 15. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 23. Régimen de transición y vigencia. Las disposiciones contenidas en
los artículos 6° y 8° de la presente ley entrarán a regir seis meses después de
su promulgación. Las personas naturales o jurídicas que a la fecha de entrada en
vigencia de la presente ley estén llevando a cabo operaciones de enajenación de
derechos  patrimoniales  de  contenido  crediticio  derivados  de  operaciones  de
libranza en términos contrarios a los establecidos en el artículo 6°, deberán
tomar las medidas necesarias para dar cumplimiento a dichas disposiciones antes
de su entrada en vigencia.
 
En caso contrario deberán acordar con la Superintendencia de Sociedades un plan
de desmonte progresivo de sus actividades.



 
Las demás disposiciones de la presente ley rigen a partir de la fecha de su
promulgación y derogan todas las disposiciones que le sean contrarias.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Efraín José Cepeda Sarabia.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
 

Rodrigo Lara Restrepo.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
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Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 22 de junio de 2018.
 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Mauricio Cárdenas Santamaría.
 

La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,
 

María Lorena Gutiérrez Botero.

 

 

 

 


